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I. Introducción:

La finalidad de estas líneas es contribuir a un intercambio de información entre los doctrinarios amigos de Italia, Croacia y Argentina sobre el modo en que se está tratando en la República Argentina a las denominadas ‘monedas virtuales”.

Para ello es imprescindible aclarar qué es lo que denominamos ‘monedas virtuales’, y luego, establecer a qué regímenes jurídicos las sometemos, especialmente, en el orden privado, sin dejar de hacer referencias limitadas e imprecisas al régimen tributario y penal, estos últimos fuera de nuestra esfera de especialidad.
II. ¿A qué llamamos moneda virtual o criptomoneda?

En las economías actuales, además de la moneda “física” (billetes de papel), acostumbramos a efectuar el pago de prestaciones consistentes dar una cantidad de dinero mediante sistemas digitales que permiten tener por “entregado el dinero” sin necesidad de traslado material de aquellos billetes. 
Se trata de sistemas de registros digitales que atribuyen cantidades de dinero a diferentes personas y, cuando su titular autoriza un traspaso de parte de ese dinero a otra, se realiza un “asiento” que trasmite esa titularidad o modifica (aritméticamente) el estado de las cuentas (reduciendo la del que entrega y aumentando la de quien recibe). Tradicionalmente, estos medios de pago electrónicos o digitales son alimentados por el ingreso de dinero para luego permitir la “circulación” digital mediante las registraciones electrónicas.

En estas líneas dirigiremos nuestra atención a aquellos sistemas que proponen la utilización de técnicas como las que describimos, pero que no se refieren a mecanismos electrónicos de circulación de dinero emitido por el Estado, sino que crean sus propias unidades ideales de valor y proponen la cancelación de obligaciones mediante la transmisión de la titularidad de las unidades digitales creadas.
Generalmente las unidades de valor que crean estos sistemas presentan características compartidas con el dinero de curso legal emitido por los Estados: a) pueden ser tomados como una unidad de medida, b) también pueden ser apreciados como unidad de valor, c) son extraños al dinero fiduciario estatal, en cuanto a que su creación es ajena a toda autoridad estatal, aunque a los fines de la estabilización de su valor pueden conectarse a alguna moneda estatal o a una canasta de monedas (como en Libra)
Se conocen dos tipos de ‘monedas virtuales’: a) Las centralizadas: son aquellas que cuenten con una entidad administradora que controle el sistema incluyendo, entre otras funciones, la emisión de la moneda, el establecimiento de las reglas para su funcionamiento, utilización de un registro de contabilidad central y la facultad de retirar unidades de circulación; ejemplo de este tipo de monedas es Libra, administrada por Asociación Libra, conformada por miembros tales como PayPal, Visa, MasterCard, Mercado Pago, Spotify, EBay, Vodafone, Anchorage, Coinbase, Union Square, Venture, Alastria, entre otros (
); y b) Las descentralizadas: las que carecen de esa característica, como el Bitcoin, por no tener un administrador central. (
)

Otro criterio clasificatorio es la posible convertibilidad a una moneda fiduciaria o no; las primeras se les llama abiertas, aunque sólo son convertibles en la medida que sus usuarios se pongan de acuerdo en un tipo de cambio de hecho, pues no tienen una cotización oficial. Las no convertibles -llamadas cerradas- son centralizadas y pueden ser adquiridas con moneda fiduciarias con el objetivo de ser utilizadas en un entorno virtual determinado, por ejemplo, dentro de un videojuego.

III. Blockchain

Las blockchains pertenecen a un sistema de registro digital, constituido por una cadena de bloques enlazados criptográficamente mediante hash con el bloque anterior y posterior de modo tal que ningún bloque puede ser reconocido dentro de la cadena si falta esa continuidad, o sea, ha sido alterado. Esta tecnología -que tiene por característica esencial la seguridad o inviolabildiad de sus registros- encuentra una multiplicidad de aplicaciones, referidas principalmente a la confiabilidad de la registración, aplicaciones de las que los sistemas de criptomonedas son sólo uno de sus ejemplos.
Los registros encadenados se refieren -tratándose de criptomonedas- tanto a la creación de unidades digitales de valor -generalmente controlada por el propio sistema-, como a la transmisión de la titularidad de las unidades existentes -instada directamente por el usuario que titulariza alguna unidad o fracción. Algunos sistemas cuentan con unidades iniciales y limitadas para su funcionamiento, mientras que otras crean paulativa y sucesivamente nuevas unidades cuando se producen eventos previstos en su algoritmo. La trasmisión y la creación de unidades se denominan transacciones. Para realizar una transacción se accede mediante una clave privada para ordenar la transferencia y la clave pública para identificar al destinatario. (
) Las transacciones “automáticas”, por ejemplo, creación de un bitcoin para recompensar a un minero, también es registrada como una trasacción más.

Esta tecnología ha permitido superar el problema del doble gasto, pues a cada clave privada corresponde una cantidad de bienes que resulta de esa especie de Libro de contabilidad (Ledger) y no puede falsificar un registro -pues de ese registro existen muchas copias- ni puede transferirlo dos veces, sino que sólo puede transferir aquello que resulta su tenencia de ese Libro. 

La existencia de una clave privada y una pública, tiene una relación íntima con el característico sistema de encriptación que utilizan, y del cual deriva su denominación.

Las características de esa cadena de bloques son: a) pueden ser de control descentralizado (como en Bitcoin) o centralizado (como en Libra). b) están basados en la confianza y el acuerdo entre los usuarios.
En el derecho argentino no existe obstáculo alguno en reconocer la validez como documentos digitales a las anotaciones contenidas en los bloques de ese Libro pues encuadran perfectamente en los arts. 5 y 6 de la Ley de Firma Digital No. 25.506, por lo que si se usa una firma electrónica tendrá pleno valor entre las partes. (
)

Los tipos de tokens existentes -sin perjuicio de otros que puedan existir- son “(a) El token como divisa o moneda (payment tokens o cryptocurrencies), que se usa como medio de pago entre los participantes de una plataforma o sistema. (b) El token como cupón digital, que da derecho a acceder a servicios o funcionalidades (utility tokens, user tokens o app coins). (c) El token como un valor negociable (tokenized securities o asset tokens), que representa un activo, una deuda o una participación en los futuros ingresos o en el aumento del valor de la entidad emisora o de un negocio” (
).  El que nos interesa a los fines de este trabajo, son los primeros, o sea, los tokens de pagos, divisa o moneda.
IV. Concepciones doctrinales acerca de las ‘monedas virtuales’
La doctrina ha intentado acercarse al fenómeno tecnológico, económico y social de la ‘monedas virtuales’, con el método tradicional de preguntarse acerca de la naturaleza jurídica de aquello que origina y mediante el paralelo o comparación entre la moneda tradicional o fiduciaria y estas nuevas ‘monedas’ que  aparecen por la aplicación de la tecnología de la blockchain. 
Esta diversidad de caracteres dificulta una conceptualización única de las llamadas “monedas virtuales”.  Así, el Bitcoin se produce mediante un complejo sistema denominado “minería” que consiste la solución de un problema computacional y cualquier usuario (minero) que lo resuelva recibirá como premio  o recompensa, una cantidad de bitcoins, que será creado y asignado al ganador.  Para poder resolver el problema computacional el minero debe crear un bloque que contiene la huella del anterior y que queda unido a él y reflejado en el subsiguiente. Resuelto el problema mediante la prueba de trabajo -lo que se denomina ‘confirmación’-, las transacciones se inscriben en el registro público de transacciones, que actúa como un libro de contabilidad cuyas copias obran en todos los equipos de computación de los participantes del sistema. (
)
De tal modo, el bitcoin no tiene más que una existencia virtual en ese gran registro público, carece de materialidad y tiene el valor que le asigne la confianza del público que lo desea y está dispuesto a pagar por él una cantidad de moneda fiduciaria o entregar algo -una cosa, otro bien o un servicio- a quien le transfiera una cantidad de bitcoins. En este sentido, puede decirse que son una representación digital de un valor.  Es cierto que se trata de un valor muy volátil y sensible a opiniones mediáticas de personajes de la economía o la política de alto nivel.
Constituirían un bien, a los términos del art. 15 y 16 primera parte del C.C.C.N. que establecen: “Art. 15 – Titularidad de derechos. Las personas son titulares de los derechos individuales sobre los bienes que integran su patrimonio conforme se establece en este Código. Art. 16 – Bienes y cosas. Los derechos referidos en el primer párrafo del art. 15 pueden recaer sobre bienes susceptibles de valor económico.  Los bienes materiales se llaman cosas…”
Como los bitcoins carecen de materialidad -según esta concepción- no son cosas, sino bienes inmateriales.
Se dice que el bitcoin es producto de un proceso computacional -un software-, pero que no se confunden con él. (
)  Si se identificasen con el programa -software- serían tratadas como cosas, pues el art. 16 continúa diciendo “… Las disposiciones referente a las cosas son aplicables a la energía y a las fuerzas naturales susceptibles de ser puestas al servicio del hombre”.
Desde otro punto de mira, se sostiene que son obligaciones negociables, y consecuentemente, regidas por los arts. 2 y 3 de la Ley 26.831 de Mercado de Capitales.  En tal sentido, se pronuncia Fernando J. Luciani (
), quien define a los valores negociables como “instrumentos jurídicos (cartulares, anotaciones o electrónicos) representativos de activos (reales o financieros) que por su configuración y régimen de transmisión sean susceptibles de tráfico generalizado e impersonal en los mercados financieros (negociables en Bolsas y Mercados)”

También se ha considerado -en el derecho comparado- a los bitcoins commodities (
) -como las materias primas, petróleo, granos, etc.-, pero en el Derecho Argentino no hay definición alguna de ellos ni tienen un régimen legal establecido, por  lo que nada aporta considerarlos tales a los fines de establecer su naturaleza jurídica.
Una mirada diversa expresa otra parte de la doctrina que descarta cualquier pretensión -hasta el momento actual de evolución del pensamiento jurídico- de esclarecer su naturaleza jurídica, y propone -en su lugar- analizar la clase de obligación que implica la de la transferencia de una ‘moneda virtual’. (
)
V. La llamada ‘moneda virtual’ frente al derecho privado.

a) ¿Son obligaciones de dar dinero?
La denominación ‘moneda virtual’, puede conducir a la confusión de que estamos ante una moneda.  Sin embargo, la doctrina niega este carácter dado que a la luz del art. 30 de la Carta Orgánica del Banco Central de la República Argentina (
) (
), no puede ser considerada tal por no estar emitidas por él ni por ninguna autoridad -nacional o extranjera-, ni tener curso legal -no lo tiene en Argentina ni en ningún otro país del mundo (
)-, ni ser aceptadas en la generalidad de los casos, ni ostentar poder cancelatorio.

En este sentido, es un bien que sirve como medio de pago únicamente si otra persona lo acepta como tal, pero no podrá serle impuesto a otra persona para cancelar obligación alguna.

Las llamadas ‘monedas virtuales’ son moneda, para aquéllos que sostienen una postura amplia de moneda, por lo que entienden que moneda es todo bien que sea susceptible de actuar como una unidad de cuenta, medio de pago (o de cambio) y una medida de valor.

Sin embargo, para quienes sostienen un criterio restrictivo de lo que es moneda, le niegan dicho carácter por la carencia de curso legal en cualquier país.

La cuestión de si son o no moneda es trascendente a la luz de las disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación.  Al respecto, cabe recordar que el Anteproyecto del Código respondió al principio nominalista estableciendo la regla de que el deudor que debe una moneda debe entregar la cantidad de moneda de la especie designada (art. 766) (
) y que si debía una cantidad de moneda que carecía de curso legal en la República, la obligación debía considerarse de dar una suma de dinero (art. 765) (
). 

El Código vigente, en cambio, por iniciativa del Poder Ejecutivo, mantuvo el concepto de obligación de dar dinero del primer párrafo de la norma, pero sustituyó la redacción del segundo párrafo del art. 765 originario, por la siguiente:  “Si por el acto por el que se ha constituido la obligación, se estipuló dar moneda que no sea de curso legal en la República, la obligación debe considerarse como de dar cantidades de cosas y el deudor puede liberarse dando el equivalente en moneda de curso legal, de conformidad con la cotización oficial”.

En principio, el presupuesto fáctico de esa disposición se presentaría si las llamadas ‘monedas virtuales’ fueran moneda ya carecen de curso legal, pero resulta que no tienen una cotización oficial, por lo que la norma sería de imposible cumplimiento.  La norma vigente puede ser aplicada a la moneda extranjera, pero no a las llamadas ‘monedas virtuales’.

Sin embargo, como la obligaciones de dar ‘moneda virtual’ no son moneda no pueden considerarse de dar dinero ni posibilitan al deudor ejercer la opción de liberarse mediante el pago del equivalente en moneda de curso legal a la cotización oficial.
Tampoco pueden considerarse obligaciones de valor -comprendidas en el art. 772 C.C.C.N.- pues según  dicha norma “puede ser expresada en una moneda sin curso legal que sea usada habitualmente en el tráfico”, lo que no sucede en la actualidad con las llamadas ‘monedas virtuales’.

b) ¿Son obligaciones de hacer?
Otra posibilidad que ha tratado la doctrina argentina es considerar a la obligación de transferir ‘moneda virtual’ como una obligación de hacer consistente en que el deudor suscriba con su clave privada la transferencia de la llamada ‘moneda virtual’ al acreedor. (
)
Ciertamente, que esa será una obligación intuitu personae, en el sentido que como ella no será posible de una ejecución forzosa ni a través del juez, sólo podrá -en definitiva- cumplir a través de la obligación sustitutiva de pagar los daños y perjuicios.
Se advierte así, que ante el incumplimiento del deudor de una obligación contraida en las llamadas ‘monedas virtuales’ el recurso del acreedor para hacerse del valor representado por ellas es únicamente el de los daños y perjuicios.  

En ese camino, obviamente, el problema será la cuantificación.  La propuesta de Coronel Lavecchia es que ella debe tomar en cuenta “el mayor valor” entre el momento de la exigibilidad de la obligación y el momento de hacerse efectivo el cumplimiento. (
)  
VI. La llamada ‘moneda virtual’ frente al derecho penal.

En la República Argentina contamos con un precedente que se registra como el primer caso de aplicación de la ley penal sobre la apropiación de moneda virtual.  Fue resuelto por la Cámara Tercera en lo Criminal de la Provincia del Chaco. (
)
Los hechos juzgados fueron los siguientes: a mediado de diciembre de 2017, H.M.P. ingresó al sistema informático de un exchange denominado “Mercury Cash”, aprovechando una falla del desarrollo accediendo a la contraseña del administrador del sistema, y transfiriendo 500 ethers (
) a una cuenta propia del atacante que mantenía en otra plataforma.
El Tribunal logró establecer la maniobra y calificó los hechos de “defraudación informática en concurso real con violación de secretos y de la privacidad -acceso ilegítimo a sistema informático art. 173 inc. 16 (
), art. 153 bis, 2º párr. (
) supuesto en función del art. 55 (que prevé el concurso real o material de delitos) C.P.R.A.- y agravó la pena, por entender que se trataba de una estafa a un proveedor de servicios financieros.

VII. Las obligaciones de dar bienes que no son cosas

Encontramos que la puerta normativa para este tipo de obligaciones la brinda la norma contenida en el art. 764 del Código Civil y Comercial Argentino, única norma contenida en el parágrafo 5to. De la Sección 1ª. Si bien la sección primera se titula “Obligaciones de dar”, ofrece una vía flexible que brinda la posibilidad de adecuar aspectos de aquellas clases típicas de obligaciones de dar, pero adaptadas a un supuesto como el que tratamos: la obligación de trasmitir la titularidad de un bien que técnicamente no responde al concepto legal de cosa.
El artículo mencionado reza: “Aplicación de normas. Las normas de los Parágrafos 1°, 2°, 3° y 4° de esta Sección se aplican, en lo pertinente, a los casos en que la prestación debida consiste en transmitir, o poner a disposición del acreedor, un bien que no es cosa”.

Los parágrafos a los que remite el texto legal citado comprenden normas referidas a la conservación del bien (art. 746), a la posibilidad de que varios acreedores reclamen la “entrega” de una misma cosa (757), a las posibilidades que confiere la “fungibilidad” del objeto debido (arts. 762 y siguientes) y permiten la adaptación de las características del sistema de criptomoneda en particular para determinar que la “registración” que confiere publicidad a la trasmisión integre la “conducta debida”.
VIII. La llamada ‘moneda virtual’ frente a las otras disposiciones.
En la República Argentina no existe ley alguna que establezca un régimen normativo de las monedas virtuales.  En cambio, desde distintos organismos se han hecho manifestaciones acerca de ellas y se ha reglado la obligación de informar sobre las operaciones que se realizan con ellas.
La primera disposición que se conoce es la Resolución No. 300/2014 de la UIF -Unidad de información financiera- que es un órgano de control de las operaciones en pos de detectar operaciones de lavado de dinero.  Dicha resolución definió a las ‘monedas virtuales’ como “la representación digital de valor que puede ser objeto de comercio digital y cuyas funciones son las de constituir un medio de intercambio, y/o unidad de cuenta, y/o una reserva de valor, pero que no tienen curso legal, ni se emiten, ni se encuentra garantizadaspor ningún país o jurisdicción…”.

Se distingue la ‘moneda virtual’ del dinero electrónico; este último, es un mecanismo para transferir digitalmente monedas fiduciarias, es decir, mediante el cual se transfieren electrónicamente monedas que tienen curso legal en algún país o jurisdicción. (
)

Con fecha 25 de octubre de 2019, la AFIP dictó la resolución No. 4614 que tiene como finalidad garantizar la transparencia y trazabilidad de las operaciones que involucren la movilización de activos a travé sde sistemas informáticos.  Allí distinguió dos tipos de empresas: a) las que se dedican a prestar servicios de procesamiento de pagos, a través de plataformas de gestión electrónica o digital, efectuada en cualquier tipo de soporte electrónico y/o virtual, a las que se impone una obligación de informar tratadas en el Título I (
); y b) las empresas que presten servicios de servicios de administración e intermediación de cuentas virtuales, billeteras virtuales, inversión y financiamiento para las que se establecen también una obligación de informar, a los términos del art. 3 de dicha resolución. consideradas en el Título II  (
).
Tratándose de montos expresados en moneda digital o criptomoneda la conversión debe efectuarse a su equivalente en moneda de curso legal, aplicando el último valor de cotización -tipo comprador- que, para la moneda digital o criptomoneda de que se trate, haya fijado el sujeto obligado al régimen, al último día del mes que se informa, según el tercer párrafo del art. 3 de la resolución mencionada.
Las obligadas por tal deber de información son las empresas que se conocen en el mercado como exchange (casas de cambios) de ‘monedas virtuales’, sin embargo, es sabido que los exchange son diversos según operen con el resultado de sistemas centralizados o descentralizados.  De allí, que se sindique la ignorancia del funcionamiento de los sistemas a pretender una regulación similar de fenómenos que son diversos.
El cuestionamiento que se hace desde la doctrina es que la información que ha de obtener la AFIP, no tiene ninguna certeza ni uniformidad pues la volatilidad de ciertas monedas como el Bitcoin es muy variable, y su conversión a pesos no refleja más que el supuesto valor de un momento determinado. 
Sin embargo, no cabe duda que el AFIP pretende conocer las tenencias de ‘monedas virtuales’ de la población, ignorando que el valor puede ser distinto para un tenedor u otro, pues uno puede haberlos adquirido a un precio y otro puede haber pagado un precio totalmente diverso. El Estado podría conocer la tenencia de ‘monedas virtuales’ en cuanto a su cantidad, pero no en relación a una conversión que es totalmente aleatoria y desanclada de su valor.
En forma concomitante, el Banco Central de la República Argentina -a través de la comunicación A-6823, de fecha 31 de octubre de 2019, (
)  obliga a las entidades financieras y emisoras de tarjetas de crédito local a solicitar autorización a dicha entidad para las operaciones de adquisición de criptoactivos en sus diversas modalidades.
Esta decisión implica colocar un obstáculo burocrático a la adquisición de las ‘monedas virtuales’, pero la referencia a ‘criptoactivos’ -del ap. e)- extiende más allá de ellas el estorbo burocrático y hace que se comprendan también otros como los tokens, ICO (initial coin offering) y STO (security token offering), que también están el mundo de los criptoactivos. (
) 

Estas decisiones están orientadas por la desconfianza que aún hoy se miras las llamadas monedas virtuales y a impedir que se evite la restricción de cambios que rige en la República Argentina.
IX. La llamada ‘moneda virtual’ y su tratamiento impositivo
En el Derecho Argentino tributario debe distinguirse las negociaciones sobre las llamadas ‘monedas virtuales’, según el tributo de que se trate, lo que trataremos muy brevemente.

Los resultados de la operaciones son consideradas ‘ganancia’ a los fines del Impuesto a las Ganancias y se encuentran gravadas con una alícuota del 15%, aún en el supuesto que no hagan de la enajenación su profesión habitual o comercio, y con independencia de cualquier otro factor (L. 27.430, arts. 2, inc. 4º y 90, párr. 3º) (
).
En cambio, ellas no son alcanzadas por el Impuesto al Valor Agregado (I.V.A.) (Ley 23.349) ni al Impuesto a los Débitos y Créditos Bancarios.
En cuanto al I.V.A. por no tratarse de ‘cosas muebles’ al carecer de materialidad ni de servicios (art. 1 de la Ley 23.349). (
)
En relación al Impuesto a los Débitos y Créditos Bancarios tampoco está gravadas las transferencias de las llamadas ‘monedas virtuales’, pues no constituyen trasferencias de fondos.

La cuestión es más discutible con respecto al Impuesto a los Bienes Personales. Parte de la doctrina entiende que encuadra en el exención del art. 21 inc. d del Título VI de la 23.966, que reza: “Estarán exentos del impuesto: … d) Los bienes inmateriales (llaves, marcas, patentes, derechos de concesión y otros bienes similares)” (
).   Otro sector doctrinal entiende que la cuestión presenta algunas aristas que sería necesario que se  aclaren en virtud de la disposición de la Ley de Impuesto a los Bienes Personales que remite a las reglas del Impuesto a las Ganancias. (
)
X. Conclusión

El fenómeno de las ‘monedas virtuales’ no está suficientemente comprendido en la República Argentina.  Si bien no cabe duda de que están dadas las condiciones objetivas para una enorme difusión de ellas, en virtud de la inestable situación económica que atraviesa el país, especialmente por la falta de una moneda fiduciaria suficientemente estable, la volatilidad del blockchain -la más difundida de las criptomonedas-, atenta contra la posibilidad de que mayor parte de la población busque refugio en ellas. 
Desde el ámbito público sólo hay una preocupación por la recaudación al advertirlas como una reserva de valor, y una vigilancia de las operaciones, en un marcado marco de desconfianza y cierta incomprensión de su funcionamiento.

Esto parece confirmar la conclusión de Acciarri: “La actitud real de los juristas frente a tales novedades parece confirmar la sospecha de que usualmente, en momentos de cambio tecnológico, la mayoría se abroquela en sus habilidades centrales y solo una minoría, en principio, se abre a adquirir nuevas habilidades, más valiosas ante las nuevas condiciones”. (
)
Por ello, el estudio de este nuevo fenómeno no puede ser monodisciplinario (de sólo abogados), sino multidisciplinario, ingenieros, informáticos, ambientalistas, sociólogos y abogados, para que sea el conjunto el que decida la suerte jurídica del fenómeno y el ámbito en el que sea más útil.
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� Una explicación técnica más detallada, consultar J.F. NUÑEZ, “Implicancias legales del bitcoin” SIL AR/DOC/3051/2018, especialmente, cap. II. A. FELLNER, Alejandra “Aspectos regulatorios e impositivos ante el surgimiento de monedas virtuales como Bitcoin” Enfoques 2016 (diciembre) p. 111 y TR LALEY AR/DOC/3342/2016.


�  S.E. ERASO LOMAQUIZ, “Las monedas virtuales en el Derecho argentino. Los Bitcoins” L.L. t. 2016-A p. 727 y SIL AR/DOC/4070/2015, cap. IV b.ii. Sostiene el autor: “Son un producto de su accionar, consistentes en unidades abstractas que participan de una naturaleza distinta de aquella correspondiente a los programas de computación. Las personas que incorporan bitcoins a su patrimonio no lo hacen como licenciatarios de una obra protegida por derechos de autor, sino como titulares de un derecho de propiedad sobre una cantidad determinada de valores representados en el registro público”


� Aut.cit. en el texto “Bolsas y mercados de valores y cereales”, Bs.As., La Ley, 2013, p. 148.


� P. SANDNER, “What Is Bitcoin? The Discovery Of The First ‘Digital Commodity’” en � HYPERLINK "https://www.forbes.com/sites/philippsandner/2021/03/04/what-is-bitcoin-the-discovery-of-the-first-digital-commodity/?sh=7556b2084759" �https://www.forbes.com/sites/philippsandner/2021/03/04/what-is-bitcoin-the-discovery-of-the-first-digital-commodity/?sh=7556b2084759�; F. FAEQ, “Si las criptomonedas son un producto básico, ¿pueden interactuar con el comercio de petróleo?” en � HYPERLINK "https://www.arabnews.com/node/1864866" �https://www.arabnews.com/node/1864866� .


� G. CORONEL LAVECCHIA, “Reflexiones en torno al valor del bitcoin y a la naturaleza jurídica de su obligación” en “Temas de Derecho Civil. Persona y patrimonio”, Bs.As., Erreius, junio 2021 p. 487.


� Art. 30 Ley 24.144 - El Banco es el encargado exclusivo de la emisión de billetes y monedas de la Nación Argentina y ningún otro órgano del gobierno nacional, ni los gobiernos provinciales, ni las municipalidades, bancos u otras autoridades cualesquiera, podrán emitir billetes ni monedas metálicas ni otros instrumentos que fuesen susceptibles de circular como moneda”


� A. CHOMCZYK-P.A. PALAZZI, “Primer caso argentino sobre "apropiación" de criptomonedas” L.L. 2019-B p. 245, Enfoques 2019 (junio) p. 92 y TR LALEY AR/DOC/833/2019


� El primer argumento aludido en el texto mantiene su valor pues el bitcoin no es emitido por ninguna autoridad nacional. En cambio, a raíz de la sanción de la ley Bitcoin -aprobada el 9 de junio de 2021- de El Salvador, en la actualidad el bitcoin tiene curso legal en ese país caribeño; Véase � HYPERLINK "https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/dictamenes/27F0BD6F-3CEC-4F52-8287-432FB35AC475.pdf" �https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/dictamenes/27F0BD6F-3CEC-4F52-8287-432FB35AC475.pdf�.  Por su lado en Japón es aceptado como medio de pago, pero carece de curso legal, según ha aclarado el Banco Central de Japón.


� Art. 766 Anteproyecto C.C.C.N.: “Obligación del deudor. El deudor debe entregar la cantidad correspondiente de la especie designada, tanto si la moneda tiene curso legal en la República como si no lo tiene”


� Art. 765 Anteproyecto: “Concepto. La obligación es de dar dinero si el deudor debe cierta cantidad de moneda, determinada o determinable, al momento de constitución de la obligación. Si por el acto por el que se ha constituido la obligación, se estipuló dar moneda que no sea de curso legal en la República, la obligación debe considerarse como de dar sumas de dinero”


� G. CORONEL LAVECCHIA, “Reflexiones en torno al valor del bitcoin y a la naturaleza jurídica de su obligación” en “Temas de Derecho Civil. Persona y patrimonio”, Bs.As., Erreius, junio 2021 p. 487, especialmente No. III.3.4.
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� El valor de esa suma, a la época de los hechos, resultaba superior a los cuatrocientos treinta mil dólares estadounidenses.


� La norma citada en el texto reza: “Art. 173. - Sin perjuicio de la disposición general del artículo precedente, se considerarán casos especiales de defraudación y sufrirán la pena que él establece: … 16. El que defraudare a otro mediante cualquier técnica de manipulación informática que altere el normal funcionamiento de un sistema informático o la transmisión de datos”


� La norma citada en el texto reza: “Art. 153 bis.- Será reprimido con prisión de quince (15) días a seis (6) meses, si no resultare un delito más severamente penado, el que a sabiendas accediere por cualquier medio, sin la debida autorización o excediendo la que posea, a un sistema o dato informático de acceso restringido. La pena será de un (1) mes a un (1) año de prisión cuando el acceso fuese en perjuicio de un sistema o dato informático de un organismo público estatal o de un proveedor de servicios públicos o de servicios financieros”


� R.L. AMARO GÓMEZ, “El impuesto al valor agregado y las monedas digitales. Una perspectiva técnica” TR LALEY AR/DOC/1413/2021. El art. 2 de la Resolución 300 de la U.I.F. reza: “En este sentido las monedas virtuales se diferencian del dinero electrónico, que es un mecanismo para transferir digitalmente monedas fiduciarias, es decir, mediante el cual se transfieren electrónicamente monedas que tienen curso legal en algún país o jurisdicción”
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� Art. 3 - Los sujetos que administran, gestionan, controlan o procesan movimientos de activos a través de plataformas de gestión electrónicas o digitales, por cuenta y orden de personas humanas y jurídicas residentes en el país o en el exterior, deberán cumplir con un régimen de información en relación a: a) La nómina de cuentas con las que se identifican a cada uno de los clientes, así como las altas, bajas y modificaciones que se produzcan. b) Los montos totales expresados en pesos argentinos de los ingresos, egresos y saldo final mensual de las cuentas indicadas en el inciso a). 


� Dicha comunicación reza: “1. Las entidades financieras y otras emisoras de tarjetas locales deberán contar con la conformidad previa del Banco Central para acceder al mercado de cambios para realizar pagos al exterior por el uso de tarjetas de crédito, débito o prepagas emitidas en el país a partir del 01.11.19 inclusive, cuando tales pagos se originen, en forma directa o indirecta a través del uso de redes de pagos internacionales, en las siguientes operaciones: a) la participación en juegos de azar y apuestas de distinto tipo y/o, b) la transferencia de fondos a cuentas en Proveedores de Servicios de Pago y/o, c) la transferencia de fondos a cuentas de inversión en administradores de inversiones radicados el exterior y/o, d) la realización de operaciones cambiarias en el exterior y/o, e) la adquisición de criptoactivos en sus distintas modalidades. 2. Establecer en US$ 50 el monto máximo por operación que podrán otorgar las entidades financieras y otras emisoras de tarjetas de crédito locales como adelantos en efectivo a los tarjetahabientes en el exterior.”
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